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Proceso:    
Acción de Tutela – Declara improcedente el amparo 
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66001-22-13-000-2017-00778-00 y  66001-22-13-000-2017-00781-00   
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Accionado:
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Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / INADMISIÓN Y RECHAZO ACCIÓN POPULAR / SOLICITUD DE REQUISITOS INEXISTENTES EN LA NORMA / DEFECTO SUSTANTIVO / CONCEDE. En el caso concreto, respecto de lo solicitado por el Juzgado en los autos de inadmisión, numeral 1º, esto es, que se arrime el certificado de existencia y representación legal del ente demandado, no corresponde a una exigencia legal, pues la norma solo impone que se indique la persona natural o jurídica presuntamente responsable del agravio o amenaza, eso y nada más. Así lo ha precisado también la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia . 

En cuanto toca con el numeral 2, con vista en la demanda presentada, encuentra la Sala que el interesado hizo alusión a los derechos que estima vulnerados o amenazados, pues indicó que se trata de los consagrados en los literales “m, d, l … del artículo 4 de la Ley 472 de 1998” -f. 15 y 23 v.-. Ahora, que se exigiera, determinar quién o quiénes podrían ser los perjudicados con dichas trasgresiones, fue desatinado, porque las reglas que gobiernan la acción  popular, no establecen la necesidad de expresar esa circunstancia, con lo que se le impuso una carga inexistente, en contravía del principio de taxatividad, que impide interpretaciones o extensiones, mucho menos cuando de requerimientos adicionales a los que establece la ley se trate.

Tampoco luce acertado obligar a presentar la prueba de los supuestos fácticos que sustentan la pretensión, porque esa cuestión toca con el despliegue probatorio durante el trámite, para definir de fondo con los elementos que se recauden. 
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Acta N° 446 de agosto 30 de 2017
Decide la Sala las acciones de tutela promovidas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y el agente del Ministerio Público.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, por la violación de los derechos fundamentales que nominó como “debido proceso, derecho de defensa, art 13 y 83 Superiores”, para lo cual explica que presentó las acciones populares radicadas con los números “2016-439” y “2016-466” , las cuales son rechazadas, pese a que cumple con lo que le ordena el artículo 18 de la Ley 472 de 1998.
Pide que se ordene admitir dichas demandas sin más dilación porque sí cumple con las exigencias de esa normativa. Que se dé trámite a las alzadas frente a los autos de rechazo en caso de existir esos recursos.

Se dispuso el trámite acumulado de las acciones, con la vinculación de la Defensoría de Pueblo Risaralda y del agente del Ministerio Público.

El juzgado indicó que las demandas fueron rechazadas con autos del 30 de enero del presente año, por cuanto no fueron corregidas acorde con lo solicitado en los autos de inadmisión. Con posterioridad remitió las copias solicitadas.
La Procuraduría Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.  
CONSIDERACIONES

Se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos arriba anunciados bajo la premisa de que el Juzgado rechazó las acciones populares que promovió, previas inadmisiones bajo requisitos que no contempla la Ley 472 de 1998, se entiende.

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
 



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que las quejas involucran el derecho al debido proceso; se interpusieron recursos frente a los autos que inadmitieron las acciones; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, incidirían en las decisiones de fondo; y no se trata de providencias dictadas dentro de otras acciones de tutela. 

  



Ahora bien, no sobra señalar que, aunque contra los autos que finalmente rechazaron las acciones populares no se interpuso ningún recurso, como lo dejan ver las copias allegadas, razón por la cual, en ocasiones anteriores esta Sala, con el aval del superior, declaró la improcedencia por falta del requisito de la subsidiariedad, en sus últimos pronunciamientos y de manera reiterada, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, variando su posición
, ha sentado el criterio de que ese requisito, como también el de inmediatez, que en este caso tampoco se satisface a plenitud, deben ceder ante lo evidente del error en que el Juzgado viene incurriendo. A la lectura de ese y varios fallos más
, se remite en gracia de la brevedad.   


   



Es viable, en consecuencia analizar si se da uno de aquellos supuestos especiales. Para tal efecto, se recuerda lo siguiente: 

 



1. Las acciones populares fueron radicadas el 5 de diciembre de 2016 contra el Banco Davivienda, sucursales en la ciudad de Bogotá DC.

 



2. El Juzgado, con autos del 13 de diciembre siguiente, las inadmitió para que (i) allegara la prueba del domicilio  de la parte demandada, con el certificado de existencia y representación legal; (ii) indicara cuál era el derecho colectivo violado, o en qué consistía la vulneración de los derechos colectivos y quiénes serían los potenciales perjudicados; y (iii) presentara la prueba de los supuestos fácticos en los que sustentaba la pretensión; con tal fin, le concedió el término de 3 días (f. 16 y 23).

 



3. Luego de decidirse sobre los recursos de reposición que contra esos proveídos se impetraron, con resultado negativo para el interesado (f. 18, 19 y 25, 26), sobrevinieron, ante la falta de corrección, los autos del 30 enero, que rechazaron las acciones y dispusieron su archivo (f. 20 y 27).

 



  De este derrotero y siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso, puede decirse, de entrada, que se advierte la incursión en un defecto sustantivo, en cada uno de esos asuntos, sobre el que, en la sentencia SU-050 de 2017, se recordó que: 

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
.

   



En efecto, se tiene que el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, de manera taxativa, consagra los requisitos que debe contener la demanda popular, esto es: 

a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado;

b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición;

c) La enunciación de las pretensiones;

d) La indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública       presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible;

e) Las pruebas que pretenda hacer valer;

f) Las direcciones para notificaciones;

g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción.

  


 
A su vez, el inciso 2º del artículo 20, prevé que la misma se inadmitirá si no se cumple con ellos, para lo cual se señalará cuáles deben corregirse en un término de 3 días.

   



En el caso concreto, respecto de lo solicitado por el Juzgado en los autos de inadmisión, numeral 1º, esto es, que se arrime el certificado de existencia y representación legal del ente demandado, no corresponde a una exigencia legal, pues la norma solo impone que se indique la persona natural o jurídica presuntamente responsable del agravio o amenaza, eso y nada más. Así lo ha precisado también la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
. 

  



En cuanto toca con el numeral 2, con vista en la demanda presentada, encuentra la Sala que el interesado hizo alusión a los derechos que estima vulnerados o amenazados, pues indicó que se trata de los consagrados en los literales “m, d, l … del artículo 4 de la Ley 472 de 1998” -f. 15 y 23 v.-. Ahora, que se exigiera, determinar quién o quiénes podrían ser los perjudicados con dichas trasgresiones, fue desatinado, porque las reglas que gobiernan la acción  popular, no establecen la necesidad de expresar esa circunstancia, con lo que se le impuso una carga inexistente, en contravía del principio de taxatividad, que impide interpretaciones o extensiones, mucho menos cuando de requerimientos adicionales a los que establece la ley se trate.

  



Tampoco luce acertado obligar a presentar la prueba de los supuestos fácticos que sustentan la pretensión, porque esa cuestión toca con el despliegue probatorio durante el trámite, para definir de fondo con los elementos que se recauden. 

La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, a propósito de estos requerimientos, ha hecho suficiente claridad acerca de su improcedencia, precisamente en cada uno de los fallos arriba citados. 

Así que, haciendo eco de la línea trazada por la alta Corporación sobre las ostensibles irregularidades que hay inmersas en las providencias que se analizan, se concederán los amparos y, en virtud de ello, se dejarán sin efecto las actuaciones surtidas en las acciones populares, a partir de los autos del 13 de diciembre de 2016, para que un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda el Juzgado a dar el trámite que corresponde a las actuaciones, teniendo presente las observaciones acá expuestas. 


 



Finalmente, se absolverá a los demás citados al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos del demandante.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE los amparos de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia, reclamados por Javier Elías Arias Idárraga, frente al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia.

Como consecuencia de ello, se dejan sin efectos las actuaciones surtidas, a partir, inclusive, de los autos fechados a diciembre 13 de 2016, proferidos por dicho despacho judicial dentro de las acciones populares seguidas por el accionante contra el Banco Davivienda, radicadas con los números 66400-31-89-001-2016-00439-00 y 66400-31-89-001-2016-00466-00.
  



Se ordena a la titular que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a dar el trámite que corresponde a cada uno de esos asuntos, teniendo presente las observaciones aquí expuestas. 


Se absuelve a las entidades citadas de oficio al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      
   DUBERNEY GRISALES HERRERA
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